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1. El 25 de junio de este año se emite el Decreto Supremo “A”, publicado en el diario 
oficial El Peruano al día siguiente, que disminuye el arancel de importación de ciertos 
medicamentos utilizados en casos de enfermedades terminales para aliviar el dolor 
de los pacientes (como la morfina) y que deroga el régimen hasta ahora vigente. 
Según el texto de dicho Decreto Supremo éste sólo tendrá una duración de 5 meses, 
tiempo en el cual se espera encontrar una solución definitiva al problema del 
desabastecimiento de dicho producto en el país. No obstante, ante la presión de la 
opinión pública y de los interesados, el 1 de agosto de este año aparece publicado en 
El Peruano un nuevo Decreto Supremo “B” que deroga el anterior y disminuye aun 
más el arancel en cuestión. Este Decreto Supremo “B” establece que su duración 
será de 3 meses. ¿Qué norma se debe aplicar el día 5 de noviembre? 

 
a) Se debe aplicar el Decreto Supremo A 
b) Se debe aplicar el Decreto Supremo B 
c) Se debe aplicar la norma que establecía el régimen anterior al Decreto Supremo 

A. 
d) No hay norma aplicable. 

 
2. En el mes de enero se publicó la ley A. Tres meses después, mediante un decreto 

supremo, se aprobó su reglamento. En el mes de junio se aprobó la Ley B que 
sustituyó a la Ley A. Señale la opción correcta sobre la situación del reglamento 
desde la vigencia de la ley B. 

 
a) Quedó derogado como consecuencia inmediata de la derogación de la ley A. 
b) Fue derogado indirectamente por la derogación de la ley A pero se restituirá su 

vigencia si la ley B llegara a ser derogada. 
c) Se mantiene íntegramente vigente hasta no ser expresamente derogado por el 

reglamento de la ley B. 
d) Si la ley B no lo derogó expresamente, se mantiene vigente en lo que no 

contradiga a la ley B. 
 
3. Sobre el derecho al debido proceso el Tribunal Constitucional ha señalado que: 
 

a) Se trata de una institución compleja cuyas garantías se extienden a las 
actividades pre judiciales de la investigación de los delitos, es decir, a la 
investigación fiscal. 

b) Rige en el ámbito de las relaciones entre particulares pero no la actividad 
institucional de las personas jurídicas. 

c) Se trata de una institución compleja cuyo ámbito de protección sólo se extiende a 
las actividades de las entidades del Estado, es decir, a las actividades 
jurisdiccionales y de administración. 

d) Su contenido constitucionalmente protegido está delimitado expresamente en la 
Constitución. 

 
4. Para el Tribunal Constitucional el derecho a la debida motivación de las resoluciones 

judiciales exige que éstas cuenten con una motivación suficiente basada tanto en los 
hechos como en la interpretación y razonamiento referidos a las normas invocadas. 
En esa medida, respecto a este derecho es posible sostener que:  

 
a) En los casos de detenciones judiciales la motivación debe orientarse 

exclusivamente a expresar las condiciones de hechos que justifican el dictado o el 
mantenimiento de dicha medida restrictiva. 

b) Exige que de los considerandos de las resoluciones judiciales se derive de 
forma clara el razonamiento lógico jurídico por el cual el juez llega a sus 
conclusiones. 
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c)  Se ve satisfecho cuando los órganos jurisdiccionales enumeran las normas 
legales en las que basan sus decisiones. 

d) Los sujetos obligados sólo son los órganos jurisdiccionales del Estado. 
 
5. La Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Tribunal Constitucional han 

indicado y desarrollado cuáles deben ser los criterios que permiten determinar el 
carácter razonable de duración de un proceso judicial. ¿Cuál de las siguientes 
alternativa recoge dichos criterios? 

 
a) La evaluación de las circunstancias de cada caso concreto, en particular, los 

hechos que conforman el caso, así como la complejidad de las normas aplicables.  
b) La complejidad de las normas aplicables y la forma en que el caso ha sido llevado 

por la autoridad jurisdiccional. 
c) La complejidad del asunto o caso, actividad procesal de las partes y de los 

órganos judiciales. 
d) La evaluación de las circunstancia de cada caso concreto y que la PNP haya 

realizado una adecuada investigación de los hechos. 
 
6. Sobre el derecho de defensa el Tribunal Constitucional ha sostenido que: 
 

a) Está referido únicamente a la facultad del imputado de ejercer su propia defensa 
desde el instante mismo en que toma conocimiento de la imputación de 
determinado hecho delictivo. 

b) También puede ser entendido como un principio de interdicción de afrontar 
cualquier situación de indefensión frente a un órgano jurisdiccional, así como de 
contradicción de los actos procesales que vayan a repercutir en la situación 
jurídica de las partes de un proceso. 

c) Tiene dos dimensiones, una material referida a la facultad del imputado 
penalmente de ejercer su propia defensa y otra formal referida a la defensa 
técnica de un abogado defensor durante el tiempo que dure el proceso.  

d) Son correctas b) y c). 
 
Contestar las siguientes dos preguntas, teniendo en cuenta el caso que se describe 
a continuación: 
 
Como consecuencia del levantamiento de diversas comunidades nativas de la selva y de 
las intensas movilizaciones indígenas producidas debido a la expedición por el Poder 
Ejecutivo de varios decretos legislativos que a su juicio afectan sus derechos de 
propiedad sobre sus tierras comunales pues facilitan su libre disposición, el 15 de agosto 
el Presidente de la República decide decretar el estado de emergencia en todo el país 
desde el 16 de agosto por espacio de treinta días disponiendo la suspensión y/o 
restricción de los cuatro derechos previstos por el artículo 137 inciso 1) de la 
Constitución. Al amparo de dicho decreto, el gobierno adopta diversas medidas a efectos 
de resolver el conflicto suscitados.  

 
7. Con motivo de las movilizaciones indígenas un grupo de personas toma por la fuerza 

una Comisaría y captura a los diez policías que permanecían en ella. Tres 
delincuentes que habían sido detenidos por sospechas de pertenecer a una banda 
terrorista logran fugarse. Ante esta situación las Fuerzas Armadas inician un 
operativo para capturarlos y levantar la toma de la Comisaría. No obstante cuando se 
dispone a hacerlo se percatan que ya había vencido el plazo del estado de 
emergencia. Al respecto le preguntan sobre si las FFAA igual podrían intervenir: 

 
a) Si, pues se trata de una situación de urgencia, una suerte de estado de necesidad. 
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b) No, pues en la medida que ya venció el plazo del estado de emergencia las 
Fuerzas Armadas no pueden intervenir.  

c) No, porque para ello se requería una orden judicial  
d) Si, pues se trata de graves delito. 

 
8. El Gobierno para resolver el conflicto suscitado ofrece a las comunidades que se han 

levantado que no aplicará los citados decretos legislativos y que se someterá a lo que 
disponga el Tribunal Constitucional pues sabe que se han presentado dos demandas 
de inconstitucionalidad contra los referidos decretos. Sin embargo, el diario “El 
chisme” que se difunde en la zona afirma en su portada que el gobierno ha firmado 
un acta comprometiéndose a derogar de inmediato los decretos legislativos dictados 
que han motivado el levantamiento indígena. Ante esta situación, el representante del 
Gobierno afirma que se trata de una información falsa y, además, tampoco podría 
comprometerse a derogar el decreto pues el plazo de la delegación de facultades ya 
venció. Es más, dispone que el Procurador Público solicite la rectificación de la 
información publicada en el citado medio de comunicación. ¿Cuál de las siguientes 
respuestas es válida? 

 
a) No, procede la rectificación pues no existió dolo en el diario “El chisme”.  
b) Si, procede porque se trata de una información inexacta.  
c) Si, procede pero antes debe presentarse una querella por difamación.  
d) No, procede pues está en vigencia un estado de emergencia.  

 
9. Sobre el proceso de cumplimiento, es correcto afirmar que: 
 

a) La legitimidad para obrar le corresponde solo a la persona afectada con la omisión 
en la que incurre la autoridad administrativa. 

b) La legitimidad para obrar le corresponde a cualquier persona en los casos en 
los que la autoridad administrativa no cumpla con una norma legal o 
reglamentaria o, cuando la omisión lesione un derecho difuso, en los demás 
casos la legitimidad para obrar le corresponde a la persona afectada con la 
omisión. 

c) La legitimidad para obrar solo la tienen el Defensor del Pueblo y el afectado con la 
omisión. 

d) La legitimidad para obrar, aun en el caso de la defensa de derechos difusos, le 
corresponde solo al directamente afectado con la omisión. 

 
10. Respecto a las medidas cautelares en los procesos competenciales, es correcto 

afirmar que: 
 

a) No es posible dictar medidas cautelares en estos procesos. 
b) El demandante puede solicitar la suspensión de la disposición, resolución o 

acto objeto del conflicto. 
c) Aun cuando la resolución o acto objeto del conflicto de competencia esté siendo 

cuestionado en un proceso judicial, no es posible suspender dicho proceso. 
d) b) y c) son correctos. 

 
11. Se presenta una solicitud de medida cautelar en un proceso de amparo contra una 

resolución judicial. Se debería: 
 

a) Rechazar la medida en tanto que no cabe una medida cautelar que tenga por 
finalidad dejar sin efecto una resolución judicial pues ello lesionaría la cosa 
juzgada. 

b) Conceder la medida, teniendo en cuenta que la sola interposición de la demanda 
de amparo suspende los efectos de la resolución judicial cuestionada. 
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c) Rechazar la medida porque de admitirla estaría interfiriendo en el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional, lo que está prohibido por la Constitución, 

d) Admitirla siempre que exista verosimilitud en el derecho, peligro en la 
demora y que el pedido sea adecuado y razonable. 

 
12. Sobre los procesos de amparo y hábeas data es correcto señalar que: 
 

a) Contra la resolución en primer grado cabe recurso de apelación. 
b) Contra la resolución en segundo grado cabe recurso de casación. 
c) Contra la resolución en segundo grado cabe recurso de agravio constitucional en 

los casos establecidos en la Constitución y por el Tribunal Constitucional. 
d) a) y c) son correctas. 

 
13. Sobre la actividad probatoria en los procesos constitucionales en defensa de 

derechos fundamentales, es correcto decir que: 
 

a) El Juez puede realizar cualquier tipo de diligencia probatoria, cuando la considere 
indispensable. 

b) Las partes pueden ofrecer medios de prueba de actuación mediata. 
c) No existe etapa probatoria en esos procesos, razón por la cual solo son 

procedentes los medios probatorios que no requieren actuación. 
d) a) y c) son verdaderas. 

 
14. Sobre el proceso de amparo, conforme a la Constitución, es correcto decir que: 
 

a) El régimen establecido en nuestra Constitución adopta una tesis muy amplia de 
protección del amparo en tanto que con él se protegen todos los derechos 
fundamentales.  

b) El régimen establecido en nuestra Constitución adopta una tesis amplia de 
protección del amparo en tanto que con él se protegen todos los derechos 
fundamentales, con excepción del derecho a la libertad individual. 

c) El régimen establecido en nuestra Constitución adopta una tesis intermedia 
de protección del amparo en tanto que con él se protegen los derechos 
fundamentales que la Constitución expresamente establece. 

d) El régimen establecido en nuestra Constitución adopta una tesis absolutamente 
restringida, según el cual solo se protege el derecho al debido proceso. 

 
15. “El Tribunal Constitucional considera que cualquier sanción administrativa que 

pudiera imponerse, solo podrá darse una vez finalizado el proceso penal, pues si bien 
en sede judicial no se sancionará por la comisión de una falta administrativa, sino por 
la comisión del un ilícito (penal). Sin embargo, la autoridad administrativa está 
vinculada por los hechos declarados como probados en sede judicial. Si, por el 
contrario, se produjese un supuesto de concurso aparente entre la infracción 
disciplinaria y la infracción penal, esto es, que con los mismos fundamentos se 
pretendiera sancionar penal y administrativamente a un miembro de la PNP, en ese 
caso, el procedimiento administrativo disciplinario deberá suspenderse y el órgano 
administrativo se sujetará a lo que se resuelva en sede judicial”. (Sentencia del 
Tribunal Constitucional. Exp. Nº 2050-2002-AI/TC. Fundamento Nº 17, 16 de abril de 
2003). Señale la opción correcta: 

 
a) Se trata de un caso de cosa juzgada. 
b) No estamos ante un caso de ne bis in idem. 
c) Se trata de un caso de ne bis in idem. 
d) No estamos ante un caso de cosa juzgada. 
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16. “En relación a la función que el Derecho Penal desarrolla a través de sus sanciones 
ha de afirmarse su carácter subsidiario o secundario, (…) el Derecho Penal está 
subordinado a la insuficiencia de los otros medios menos gravosos de control para el 
individuo de que dispone el Estado” (Ejecutoria Superior de la Sala penal de 
Apelaciones para procesos sumarios con reos libres. Corte Superior de Justicia de 
Lima. Exp. Nº 3429-98 de 17 diciembre 1998). 

 
a) Nos encontramos ante el principio de tutela de bienes jurídicos. 
b) Nos encontramos ante el principio del ius puniendi. 
c) Nos encontramos ante el principio de última ratio. 
d) Nos encontramos ante el principio de legalidad. 

 
17. “El principio rector del Derecho Penal peruano (…), en sentido estricto requiere de un 

juicio de ponderación entre la carga de privación o restricción de derechos que 
comporta la pena y el fin perseguido con la incriminación y con la pena aplicada”. 
(Ejecutoria Suprema de la Sala de Derecho Constitucional y Social, consulta del 10 
abril 1995. Exp. Nº 2008-94). ¿A qué principio se refiere el párrafo anteriormente 
glosado:  

 
a) Estamos ante el principio de culpabilidad. 
b) Se refiere al principio de inmediatez. 
c) Se refiere al principio de proporcionalidad. 
d) Estamos ante el principio de subordinación. 

 
18. El acto anulable: 
 

a) Puede ser confirmado por la parte a quien correspondía la acción de 
anulación. 

b) Puede ser convalidado por el perjudicado. 
c) Debe tener iguales solemnidades a las establecidas para la validez del acto. 
d) a) y c) son ciertas. 

 
19. Es la aptitud de los bienes para ser recíprocamente sustituidos unos por otros: 
 

a) Fungibilidad. 
b) Intercambio. 
c) Reciprocidad. 
d) Sustituibilidad. 

 
20. La infungibilidad hace que la prestación sólo pueda ser pagada por el deudor: 
 

a) Obligación con prestaciones alternativas. 
b) Obligación intuitu personae. 
c) Obligación instantánea. 
d) Obligación con prestaciones conjuntivas. 

 
21. La obligación no puede ser ejecutada por un tercero: 
 

a) Cuando las partes así lo han establecido. 
b) Cuando la obligación es personalísima. 
c) Cuando es trasmisible a los herederos. 
d) a) y b) son ciertas. 

 
22. De acuerdo con lo regulado en el Código Civil peruano, no es una característica de 

las obligaciones mancomunadas: 
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a) Cada uno de los deudores sólo puede pedir la parte del crédito que le 

corresponde. 
b) Cada uno de los deudores se encuentra obligado únicamente a pagar su parte de 

la deuda. 
c) El deudor que paga el íntegro de la prestación se subroga en las acciones y 

derechos del acreedor para exigir la restitución a sus codeudores. 
d) La insolvencia de alguno de los codeudores mancomunados la soporta el acreedor 

y no los otros codeudores. 
 
23. La injustificada negativa de Luisa a celebrar el contrato definitivo de compraventa al 

que se obligó con Lucrecia, otorga a esta última el derecho a: 
 

a) Exigir judicialmente la ejecución de la prestación que constituye el objeto de la 
relación obligatoria del contrato definitivo. 

b) Exigir judicialmente la celebración del contrato definitivo. 
c) Solicitar que se deje sin efecto el compromiso de contratar. 
d) b) y c) son ciertas. 

 
24. Edgardo trasfirió a Pedro el 1 de abril de 2007 la propiedad de un automóvil Volvo del 

año. Dos meses después, Edgardo entabla acción judicial contra Pedro para enervar 
los derechos que transfirió. 

 
a) Pedro puede demandar el saneamiento por evicción. 
b) Pedro puede demandar el saneamiento por vicio jurídico. 
c) Pedro puede deducir la excepción de saneamiento por hecho propio del 

transferente. 
d) a) y b) son ciertas. 

 
25. La reserva de propiedad del bien: 
 

a) Es oponible a los acreedores del comprador sólo si consta por escrito que tenga 
fecha cierta anterior al embargo. 

b) Puede pactarse solamente hasta que se haya pagado la totalidad del precio. 
c) Da lugar a que el derecho a la propiedad del bien se adquiera automáticamente 

con el pago del importe del precio convenido. 
d) a) y c) son ciertas. 

 
26. Rodrigo y Alvaro se encuentran litigando sobre la propiedad de un bien inmueble. 

Efraín se entera del inicio de dicho proceso y considera que él tiene un preferente 
derecho de propiedad sobre el inmueble respecto del cual se está litigando. Ante esta 
situación, Efraín manifiesta su intención de intervenir en el proceso solicitando que el 
Juez declare su mejor derecho de propiedad. Señale el enunciado correcto. 

 
a) Efraín no puede intervenir. 
b) Efraín puede intervenir bajo la modalidad de la intervención excluyente de 

propiedad. 
c) Efraín puede intervenir bajo la modalidad del llamamiento posesorio.  
d) Efraín puede intervenir bajo la modalidad de la intervención excluyente 

principal. 
 
27. Con relación a la pretensión procesal u objeto del proceso, señale el enunciado 

correcto. 
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a) La pretensión procesal u objeto del proceso consiste en la solicitud de una 
consecuencia jurídica establecida en el ordenamiento jurídico, es decir, resulta 
coincidente con la noción de petitorio de la demanda.  

b) La pretensión procesal u objeto del proceso es una manifestación de 
voluntad de naturaleza petitoria y fundamentada, y se encuentra conformada 
por dos elementos: la causa y el objeto. 

c) La causa de pedir no es un elemento de la pretensión procesal y por lo tanto no 
delimitará el objeto del proceso.  

d) La causa de pedir consiste en los fundamentos de derecho que sustentan el 
petitorio. 

 
28. José es representante de Sergio. José, sin contar con la facultad expresa de disponer 

de los bienes de Sergio, suscribe un contrato de compraventa con Manuel, mediante 
el cual actuando en nombre de Sergio, transfiere a Manuel la propiedad de un bien 
inmueble de propiedad de Sergio. En virtud de tales hechos, Sergio inicia un proceso 
contra José y Manuel, solicitando la nulidad del negocio jurídico de compraventa 
alegando como causal de nulidad, la actuación de un representante sin poder. El 
Juez al calificar la demanda considera que los hechos alegados se encuentran 
descritos en el artículo 161° del Código Civil que dispone que el acto jurídico 
celebrado por el representante excediendo los límites de las facultades, es ineficaz 
con relación al representado. Señale el enunciado correcto.  

 
a) El Juez puede interpretar la pretensión del demandante a fin de considerar que el 

petitorio de la demanda es la ineficacia y no la nulidad del negocio jurídico. 
b) En aplicación del aforismo iura novit curia el Juez puede considerar que el petitorio 

de la demanda es la ineficacia y no la nulidad del negocio jurídico. 
c) El Juez de oficio no puede modificar la pretensión del demandante ya que se 

trata de un caso de falta conexión lógica entre los hechos y el petitorio.  
d) Solo a) y b) son correctas. 

 
29. Con relación a la declaración de rebeldía, señale el enunciado correcto.  
 

a) Los presupuestos de la declaración de rebeldía son que el demandado haya 
sido emplazado válidamente y que haya transcurrido el plazo para contestar 
la demanda sin que la parte demandada haya realizado la contestación. 

b) La rebeldía no puede declararse si habiendo varios demandados alguno de ellos 
contesta la demanda.  

c) La declaración de rebeldía causa presunción legal absoluta de verdad salvo que la 
pretensión se sustente en un derecho indisponible. 

d) Solo a) y b) son correctas. 
 
30. El endoso no puede sujetarse a modalidad alguna. En consecuencia: 
 

a) Todo plazo, condición y modo se consideran no puestos  
b) El endoso parcial sólo produce efectos hasta el límite de su importe 
c) El endoso sin especificación de la clase de endoso se considera que es al 

portador. 
d) El endoso sin especificación de la clase de endoso se considera que es en 

propiedad sin que se admita prueba en contrario del endosante frente a su 
endosatario directo. 

 
31. El endoso posterior al vencimiento y antes de su protesto o formalidad sustitutoria 

produce los mismos efectos que un endoso anterior al vencimiento 
 

a) Este es un “endoso póstumo”. 



JUEZ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

8 
 

b) El endoso posterior al protesto únicamente produce los efectos de la cesión. 
c) Los medios de defensa que puede oponer el obligado frente al endosatario de un 

endoso realizado con posterioridad al vencimiento y antes del protesto son los 
mismos que hubiera podido oponer en caso de haberse producido el endoso con 
posterioridad al protesto. 

d) Requiere que se cumpla con las formalidades exigidas por el código civil para la 
cesión de derechos.  

 
32. La publicación de los acuerdos de fusión cumplen una función muy importante a fin 

de garantizar la transparencia del proceso y garantizar el ejercicio de derechos 
fundamentales como los de separación y de oposición. En ese sentido: 

 
a) Se debe publicar por tres veces, con cinco días calendarios de intervalo entre 

cada aviso, por lo que el requisito se cumple si los avisos aparecen publicados los 
días 5, 10 y 15 de julio. 

b) Se debe publicar por tres veces, con un mínimo de cinco días útiles de intervalo. 
c) Se debe publicar por tres veces, con cinco días calendarios de intervalo 

entre cada aviso, por lo que el requisito se cumple si los avisos aparecen 
publicados los días 5, 11 y 17 de julio. 

d) Se debe publicar por cinco veces, con tres días calendarios de intervalo entre 
cada aviso, y la escritura pública recién podrá otorgarse después de transcurridos 
al menos treinta días después de la última publicación. 

 
33. La denominada “Ley de la Selva” es: 
 

a) La Ley Forestal y de Fauna Silvestre vigente, la que al ser dictada por el Poder 
Ejecutivo, vía Decreto Legislativo, sin consulta alguna, ha generado reacciones en 
los Gobiernos Regionales y este calificativo. 

b) Una iniciativa del Poder Ejecutivo para eliminar el régimen de concesiones para el 
manejo del bosque natural en la Amazonía, reemplazando esta figura jurídica por 
el otorgamiento de derechos de propiedad. 

c) Una propuesta de ley modificatoria de la vigente Ley para la promoción de 
inversiones en reforestación y agroforestería. 

d) Una propuesta de ley modificatoria, presentada por el Poder Ejecutivo al Congreso 
de la República, cuyo objetivo es modificar la Ley Forestal y de Fauna Silvestre, 
con el fin de sustraer del régimen forestal vigente todas las competencias del 
INRENA en relación al otorgamiento de concesiones, permisos y autorizaciones en 
el bosque amazónico. 

 
34. El principio precautorio: 
 

a) Fue establecido en la cumbre mundial de Estocolmo, de 1972, con el fin de 
precaver y prevenir el impacto ambiental de fuentes contaminantes, tales como la 
emisión de sustancias contaminantes de una fundición. 

b) Requiere de la autoridad que recurre a él, evidencia científica sobre el daño 
causado y la fuente generadora, a fin que se adopten las medidas destinadas a 
minimizar o eliminar éste, precaviendo la ocurrencia de mayores daños. 

c) Se aplica a situaciones tales como la contaminación por hidrocarburos del río 
Corrientes, en la zona nororiente del país, que llevó a la suscripción del Acta de 
Dorisa, precaviendo, ante la evidencia de contaminación y su fuente de origen, 
daños posteriores. 

d) Se basa en la incertidumbre científica. 
 
35. Señale usted el acto que no puede ser impugnado autónomamente en sede 

administrativa: 
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a) El acto que resuelve el procedimiento. 
b) El acto de trámite que genera indefensión. 
c) Los actos que reproducen otro anterior. 
d) El acto de trámite que produce la conclusión del procedimiento. 

 
36. La medida administrativa repetitiva que tiene por finalidad doblegar la resistencia de 

los administrados para el cumplimiento de una obligación, se denomina: 
 

a) Sanción administrativa. 
b) Ejecución coactiva. 
c) Multa coercitiva. 
d) Ejecución subsidiaria.  

 
37. Por el requisito de validez denominado ......................., el acto administrativo no 

puede perseguir un objetivo personal de la autoridad emisora. 
 

a) Motivación. 
b) Finalidad pública. 
c) Objeto o contenido legal. 
d) Debido procedimiento. 

 
38. El método de interpretación aplicable para desentrañar el sentido de las normas 

administrativas, y que debe ser seguido por los funcionarios públicos es el: 
 

a) Teleológico. 
b) Literal. 
c) Sistemático. 
d) Histórico. 

 
39. Un acto administrativo presunto proviene de: 
 

a) La aprobación automática de un trámite. 
b) El silencio administrativo positivo. 
c) El silencio administrativo negativo. 
d) a) y b) son correctas.  

 
40. ¿Cuál es el plazo para que la administración pueda declarar el abandono de un 

procedimiento administrativo de parte?: 
 

a) Un año. 
b) Quince días. 
c) Treinta días. 
d) Dos meses. 

 
41. Si el administrado no interpone a tiempo ningún recurso contra el acto administrativo 

que le atañe, el acto adquirirá la calidad de: 
 

a) Firme. 
b) Cosa juzgada administrativa. 
c) Consentido y ejecutoriado. 
d) Aprobado por el administrado. 

 
42. Cuando el plazo administrativo es fijado en meses, es contado de fecha a fecha, 

concluyendo en el día igual al del mes que se inicio. Pero si en el mes de vencimiento 
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no hubiera día igual a aquel en que comenzó el cómputo (por ejemplo, si el plazo es 
de treinta días y se inicio el 30 de enero), el plazo expira: 

 
a) El ultimo día del mes anterior. 
b) El primer día del mes siguiente.  
c) A elección del administrado, el ultimo día del mes anterior o el primer día del mes 

siguiente. 
d) A los treinta días calendarios de producido el hecho. 

 
43. Por regla general, un decreto legislativo entra en vigencia: 
 

a) Al día siguiente de su publicación. 
b) El mismo día de su publicación. 
c) En la fecha de vigencia de la ley autoritativa. 
d) El decimosexto día ulterior a su publicación. 

 
44. Las leyes que regulan la estructura y funcionamiento de los Organismos Públicos 

Descentralizados, como INDECOPI, SUNASS, OSINERGMIN, se denominan: 
 

a) Leyes Ordinarias.  
b) Leyes de Bases. 
c) Leyes Marco. 
d) Leyes Orgánicas. 
 

45. Conforme a nuestro ordenamiento, las leyes que pueden tener vigencia retroactiva 
son las: 

 
a) Leyes laborales. 
b) Leyes penales y laborales. 
c) Leyes consuetudinarias. 
d) Leyes interpretativas. 

 
46. Señale la respuesta correcta respecto a la posibilidad de inaplicación de leyes 

contrarias a la Constitución Política por parte de los organismos del Estado, 
comúnmente llamado control difuso en sede administrativa. 
 
a) Nuestro derecho no reconoce la posibilidad que una entidad administrativa pueda 

inaplicar una ley que considere inconstitucional. 
b) Nuestro derecho si autoriza a todas las entidades públicas para inaplicar las leyes 

que transgreden derechos fundamentales mediante el control difuso 
administrativo.  

c) Nuestro derecho prevé que solo los organismos constitucionales pueden inaplicar 
leyes mediante el control difuso. 

d) Nuestro derecho prevé que solo los tribunales administrativos del Poder 
Ejecutivo con competencia nacional pueden aplicar control difuso 
administrativo.  

 
47. Con relación a la ley, su reglamento de ejecución no puede: 
 

a) Especificarla. 
b) Precisarla. 
c) Corregirla. 
d) Desarrollarla. 
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48. Cuando una ley ordena al Poder Ejecutivo reglamentarla en un determinado plazo, 
podemos afirmar que: 

 
a) La Ley es vigente para los hechos que regula a partir de su fecha de entrada 

en vigencia. 
b) La Ley es vigente a partir de la fecha de vigencia del reglamento respectivo. 
c) La Ley es vigente para los hechos que regula a partir del vencimiento del plazo, 

sea que el Poder Ejecutivo cumpla o no cumpla con aprobar el reglamento. 
d) La Ley está condicionada a la vigencia del reglamento. 

 
49. Los contratos de aprovisionamiento de bienes (ej. televisores, mesas, computadoras) 

que celebra el Estado adquieren vigencia: 
 

a) Cuando la entidad adjudica la buena pro a la mejor propuesta. 
b) Cuando el postor entrega su carta fianza. 
c) Cuando ambas partes suscriben el contrato. 
d) Cuando vence el plazo para impugnar la buena pro otorgada. 

 
50. Señale usted la alternativa correcta sobre la potestad exorbitante del Estado en 

materia contractual conforme a nuestro derecho: 
 

a) Las potestades existen al margen del ordenamiento jurídico porque son ejercicio 
del jus imperium del Estado. 

b) Las potestades deben ser reconocidas por el ordenamiento jurídico para 
poder ser ejercidas por las Entidades. 

c) Las potestades deben ser reconocidas por el ordenamiento y además estipularse 
expresamente en el contrato. 

d) Las potestades no existen ya que los contratos del Estado se rigen por el derecho 
común. 

 
51. En los procedimientos administrativos iniciados por los particulares para obtener una 

licencia, no resulta aplicable el principio de: 
 

a) Doble instancia. 
b) Debido procedimiento. 
c) Contradicción.  
d) Impulso de oficio. 

 
52. Cuando la autoridad no cumple con aprobar el reglamento que la ley ordena 

específicamente y con plazo perentorio, ¿Cuál es la acción formal jurídica que tienen 
los ciudadanos frente a la inacción? 

 
a) Plantear una demanda de acción de cumplimiento. 
b) Plantear una demanda de acción popular. 
c) Plantear una petición administrativa ante la autoridad remisa para que efectué la 

reglamentación. 
d) No existe, pues es una falta política inexigible por los ciudadanos. 

 
53. La tasas que las entidades públicas del Poder Ejecutivo cobran por los tramites que 

los ciudadanos realizan ante ellas, tienen que ser aprobadas previamente por: 
 

a) Resolución Ministerial. 
b) Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA). 
c) Decreto Supremo. 
d) INDECOPI. 
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54. Según la Constitución de 1993, diga Ud. cuál de las siguientes afirmaciones es 

correcta: 
 
a) El pago de la remuneración y de los beneficios sociales del trabajador 

siempre tiene prioridad sobre cualquier otra obligación del empleador, 
incluso de las tributarias.  

b) La jornada ordinaria de trabajo es de 8 horas diarias, más 48 horas semanales 
como máximo.  

c) El Estado está obligado a proteger únicamente a la madre, al menor de edad y al 
impedido que trabajan.  

d) El legislador tiene plena discreción para establecer el régimen de protección 
adecuada frente al despido arbitrario. 

 
55. Según la Constitución de 1993, diga Ud. cuál de las siguientes afirmaciones es falsa: 
 

a) Los trabajadores que trabajan menos de 4 horas diarias no están protegidos 
frente al despido arbitrario. 

b) De acuerdo con el Tribunal Constitucional, el deber estatal de “fomentar” la 
negociación colectiva obliga al Estado, incluso, a fijar el nivel de la misma en el de 
rama de actividad, si es que ello es necesario para hacer realmente efectivo el 
derecho de los trabajadores a negociar colectivamente con sus empleadores. 

c) Los trabajadores de la microempresa tienen derecho a participar en las utilidades 
generadas por su empresa.  

d) Los funcionarios del Estado que desempeñan cargos de confianza están 
impedidos de sindicalizarse. 

 
56. El trabajador Mateo Ríos Burga ingresó a laborar el 1 de enero de 2008 y cesó por 

renuncia el 31 de marzo del 2008, luego de laborar en forma efectiva. En la 
liquidación de beneficios sociales su empleador no le ha reconocido ningún pago por 
gratificaciones proporcionales de Fiestas Patrias, pues, considera que no ha cumplido 
con el requisito de estar laborando al 01 de julio de 2008.  De acuerdo a la legislación 
vigente considera usted que: 

 
a)  La decisión del empleador es arreglada a ley, pues, para tener derecho al pago 

de gratificaciones de Fiestas Patrias, es requisito indispensable que el trabajador 
se encuentre laborando en la oportunidad que corresponde percibir el beneficio, 
esto es, al 01 de julio de 2008; 

b)  La decisión es arreglada a ley, pues, para que el trabajador tenga derecho a 
percibir gratificaciones proporcionales por Fiestas Patrias o Navidad, el motivo de 
extinción de su vínculo laboral no debe haber sido la renuncia; 

c) La decisión del empleador es no es arreglada a ley, porque el trabajador ha 
laborado más de un mes en el semestre y, en consecuencia, tiene derecho al 
pago de gratificaciones proporcionales; 

d) La decisión del empleador es arreglada a ley, pues, el trabajador no tiene derecho 
a gratificaciones, pues no ha superado el período de prueba. 

 
57. La sociedad conyugal sometida al régimen de sociedad de gananciales, requiere la 

concurrencia de ambos cónyuges para los actos de disposición de bienes muebles 
salvo cuando: 

 
a) Se trate de transferencia o constitución de gravámenes sobre los títulos 

valores emitidos y transferidos a favor de una persona natural. 
b) El bien está gravado. 
c) Se trate de bienes comprendidos en el patrimonio familiar. 
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d) Se trate de bienes de menores. 
 
58. La resolución administrativa que declara la adopción de un menor de edad, podrá ser 

impugnada por cualquier persona que acredite legítimo interés, ante el Jefe de la 
Oficina de Adopciones, quien elevará el expediente al Viceministro del Ministerio de 
la Mujer y Desarrollo Social – MIMDES. Contra lo resuelto por este, cabe: 

 
a) Interponer recurso de nulidad. 
b) Interponer recurso de apelación. 
c) Presentar acción contencioso administrativa. 
d) Interponer recurso de casación. 

 
59. Para la procedencia de la adopción administrativa, es indispensable que el menor a 

ser adoptado haya sido declarado previamente en Abandono. Si la Resolución de 
Abandono proviene de Junín, y el trámite de adopción se ha iniciado en Lima, lugar 
donde se expide la Resolución de Adopción, quien se considere con interés, podrá: 

 
a) Interponer recurso impugnatorio ante el Juzgado Contencioso Administrativo de 

Junín. 
b) Interponer recurso impugnatorio ante el Juzgado Contencioso Administrativo de 

Lima. 
c) Promover conflicto de competencia ante la autoridad administrativa. 
d) Interponer recurso impugnatorio contra el que dictó la resolución de 

adopción. 
 
60. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José, Costa Rica, 

ha emitido un fallo en que declara a Sendero Luminoso como: 
 

a) Organización violenta. 
b) Organización sediciosa. 
c) Organización terrorista. 
d) Solo a) y c) son ciertas. 


